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Ordinario Laboral

Demandante:


Jaime Giraldo Saldarriaga  
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Jairo Cárdenas García 
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
               Juzgado Quinto Laboral del Circuito
Tema: 



DE LA SANCIONES MORATORIAS – NO SON AUTOMÁTICAS – BUENA FE - Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sostener que las sanciones moratorias como las establecidas en los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990 no se imponen de manera automática, pues para exonerarse de ese tipo de sanciones, el empleador en el curso del proceso judicial puede demostrar que su obrar estuvo revestido de buena fe. 

En este último aspecto, esto es, el de la buena fe del empleador frente a su trabajador, el máximo órgano de la jurisdicción laboral en sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz sostuvo: “Debe recordarse, que la buena fe equivale a obrar con lealtad, con rectitud y de manera honesta, es decir, se traduce en la conciencia sincera, con sentimiento suficiente de lealtad y honradez del empleador frente a su trabajador, que en ningún momento ha querido atropellar sus derechos; lo cual está en contraposición con el obrar de mala fe, de quien pretende obtener ventajas o beneficios sin una suficiente dosis de probidad o pulcritud.”.
(…)

Lo anterior muestra, que si bien el señor Jaime Giraldo Saldarriaga incumplió con su deber legal de consignar las cesantías dentro del tiempo determinado por la Ley, lo cierto es que ello obedeció a una solicitud expresa hecha por el trabajador, quien le pidió su entrega directa cada que se cumpliera el año de servicios, al punto que en varias oportunidades pidió también que le hicieran anticipos por ese rubro; afirmaciones éstas que dicho sea de paso, no fueron refutadas a la hora de sustentar el recurso de apelación, pues básicamente lo que solicitó el demandante fue que se fulminaran esas condenas de manera automática; lo que muestra, en los términos señalados por la Sala de Casación Laboral, que el empleador no pretendía obtener ventajas o beneficios para sí con ese actuar, sino que por el contrario, obró de manera honesta, sincera y leal frente a su trabajador.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, trece de septiembre de dos mil diecisiete, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JAIME GIRALDO SALDARRIAGA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 14 de septiembre de 2016, dentro del proceso que le promueve al señor JAIRO CÁRDENAS GARCÍA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00311-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Jaime Giraldo Saldarriaga que la justicia laboral declare que entre él y el señor Jairo Cárdenas García existió un contrato de trabajo por duración de obra o labor que se extendió entre el 20 de junio de 2011 y el 6 de septiembre de 2014 y con base en ello aspira que se condene al demandado a reconocer y pagar las sanciones moratorias previstas en los artículos 65 del C.S.T., 99 de la Ley 50 de 1990 y numeral 3º del artículo 1º de la Ley 52 de 1975, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Prestó sus servicios en calidad de maestro de obra a favor del señor Jairo Cárdenas García desde el 20 de junio de 2011 hasta el 6 de septiembre de 2014; el 12 de noviembre de 2011 sufrió accidente de trabajo que lo mantuvo incapacitado hasta el 6 de septiembre de 2014, fecha a partir de la cual se le reconoció la pensión de invalidez, lo que llevó a las partes a dar por terminado el contrato de trabajo; durante la relación laboral su empleador no consignó sus cesantías en un fondo, sino que se las pagó directamente en cada periodo, incurriendo así en las faltas previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T.; le canceló también los intereses a las cesantías, pero no dentro del tiempo señalado en el numeral 3º del artículo 1º de la Ley 52 de 1975; en el año 2011 devengó mensualmente un salario de $1.895.920, en el año 2012 $1.950.000, en el año 2013 $1.896.000 y en el año 2014 $1.989.000.

Al contestar la demanda –fls.33 a 39- el señor Jairo Cárdenas Giraldo aceptó los hechos planteados anteriormente y explicó que los pagos realizados de esa manera se debieron a un acuerdo al que llegó con el trabajador, consistente en que esos dineros se le iban entregando directamente a él en el momento en el que las fuere pidiendo. Se opuso a las pretensiones condenatorias y propuso las excepciones de mérito que denominó “Buena fe”, “Prescripción extintiva” y “Mala fe del trabajador”.
En sentencia de 14 de septiembre de 2016, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor Jaime Giraldo Saldarriaga y el señor Jairo Cárdenas García existió un contrato de trabajo por duración de obra o labor entre el 20 de junio de 2011 y el 6 de septiembre de 2014. 

Determinó que si bien el empleador tenía la obligación de consignar y pagar las cesantías y los intereses a las cesantías respectivamente, la verdad es que nunca se sustrajo de su obligación de pagarlas al trabajador, con quien hizo un acuerdo por petición de aquel de cancelarle directamente esas prestaciones debido a la situación de salud que presentaba, ya que necesitaba hacer uso de esos recursos en esos momentos, de los cuales no podía disponer de haberlos consignado en un fondo; razones estas que la llevaron a concluir que la falta de consignación y el pago de los intereses a las cesantías estuvieron revestidas de una conducta de buena fe por parte del señor Jairo Cárdenas García.
No aconteció lo mismo respecto al pago tardío de las obligaciones contractuales una vez finalizó el contrato de trabajo, ya que no encontró justificación para que no se le hubiesen cancelado en ese momento, esto es, el 6 de septiembre de 2014, motivo por el que condenó al demandado a reconocer y pagar por concepto de sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T. la suma de $1.591.200, la cual corrió entre el 7 de septiembre de 2014 y el 30 de septiembre de la misma anualidad.
Inconforme con la decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación manifestando que se dieron los presupuestos establecidos en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y numeral 3º del artículo 1º de la Ley 52 de 1975 para condenar al empleador a reconocer y pagar las sanciones moratorias allí dispuestas.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Tiene derecho el demandante a que se le reconozcan las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y numeral 3º del artículo 1º de la Ley 52 de 1975?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
DE LAS SANCIONES MORATORIAS 

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sostener que las sanciones moratorias como las establecidas en los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990 no se imponen de manera automática, pues para exonerarse de ese tipo de sanciones, el empleador en el curso del proceso judicial puede demostrar que su obrar estuvo revestido de buena fe. 

En este último aspecto, esto es, el de la buena fe del empleador frente a su trabajador, el máximo órgano de la jurisdicción laboral en sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz sostuvo: “Debe recordarse, que la buena fe equivale a obrar con lealtad, con rectitud y de manera honesta, es decir, se traduce en la conciencia sincera, con sentimiento suficiente de lealtad y honradez del empleador frente a su trabajador, que en ningún momento ha querido atropellar sus derechos; lo cual está en contraposición con el obrar de mala fe, de quien pretende obtener ventajas o beneficios sin una suficiente dosis de probidad o pulcritud.”.
EL CASO CONCRETO

Aceptó el demandado Jairo Cárdenas Saldarriaga al dar respuesta al libelo introductorio –fls.33 a 39- que no cumplió con su deber de consignar las cesantías y cancelar los intereses a las cesantías a favor del actor, en la forma establecida en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y numeral 3º del artículo 1º de la Ley 52 de 1975, pero adujo que ello aconteció debido a un acuerdo al que llegó con el demandante, quien a raíz del accidente de trabajo que sufrió el 12 de noviembre de 2011 tuvo que ser incapacitado de manera indefinida, lo que lo llevó a pedirle que le cancelara directamente las cesantías y sus intereses, a lo que él accedió.

Para dar fe de esa situación, solicitó que fueran escuchados los testimonios de Diana Patricia Simijaca Montoya  y Adnelice Ramírez Moncada, quienes han prestado sus servicios a su favor en la parte contable y de recursos humanos respectivamente, sostuvieron que conocen al señor Jaime Giraldo Saldarriaga debido a que él celebró durante más de 17 años contratos de trabajo por duración de obra o labor con el señor Jairo Cárdenas García; que siempre fue un excelente trabajador, motivo que llevó al demandado a tenerle mucha confianza y contratarlo para las diferentes obras civiles que él ejecutaba; cuando el demandante se accidentó estaban realizando obras de alcantarillado en villa verde, en donde él se desempeñaba como maestro de obra; expresaron que después del accidente de trabajo, el trabajador debido a la estrecha relación de amistad que tenía con el señor Jairo Cárdenas García, le solicitó que no consignara las cesantías y que se le fueran entregadas directamente; en palabras de la testigo Adnelice Ramírez Moncada, porque si se las consignaban se le enredaban en el fondo y no podía cumplir con sus obligaciones, acuerdo que fue aceptado por el accionado, quien inmediatamente les informó de esa situación a ellas, y en especial a Diana Patricia quien se encuentra al frente de la parte contable; informaron que ese acuerdo, que hicieron al poco tiempo después de haberse causado el accidente de trabajo, se hizo efectivo, y debido a ello cada que cumplía un año de servicios en el mes de junio de cada año, se le liquidaban las prestaciones sociales y se le entregaba directamente al trabajador el rubro por cesantías, explicando que en varias oportunidades el actor solicitó anticipos por ese concepto, que también fueron autorizados por el empleador y que se le descontaban de la liquidación efectuada anualmente en el mes de junio; finalmente expresaron que esa era una situación especial que realizó el empleador debido a la situación que afrontaba el trabajador y la cercanía y confianza que tenía con él.

En efecto, al revisar las liquidaciones de los años 2012, 2013 y 2014 –fls.13 a 15- se evidencia que cada que se cumplía el año de servicios por parte del señor Jaime Giraldo Saldarriaga, quien se encontraba incapacitado desde el 12 de noviembre de 2011, su empleador, el señor Jairo Cárdenas García le canceló cada una de las prestaciones sociales a las que tenía derecho, entregándole directamente las cesantías.

Lo anterior muestra, que si bien el señor Jaime Giraldo Saldarriaga incumplió con su deber legal de consignar las cesantías dentro del tiempo determinado por la Ley, lo cierto es que ello obedeció a una solicitud expresa hecha por el trabajador, quien le pidió su entrega directa cada que se cumpliera el año de servicios, al punto que en varias oportunidades pidió también que le hicieran anticipos por ese rubro; afirmaciones éstas que dicho sea de paso, no fueron refutadas a la hora de sustentar el recurso de apelación, pues básicamente lo que solicitó el demandante fue que se fulminaran esas condenas de manera automática; lo que muestra, en los términos señalados por la Sala de Casación Laboral, que el empleador no pretendía obtener ventajas o beneficios para sí con ese actuar, sino que por el contrario, obró de manera honesta, sincera y leal frente a su trabajador.

En el anterior orden de ideas, al haber quedado demostrada la actuación de buena fe desplegada por el señor Jairo Cárdenas García en su calidad de empleador del señor Jaime Giraldo Saldarriaga, no hay lugar a acceder la imposición de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, como acertadamente lo concluyó la falladora de primera instancia.

La sanción que podría imponerse por este actuar, de conformidad con lo establecido en el artículo 254 del C.S.T., sería la de tener por pérdidas las sumas pagadas por ese concepto, sin que pudiese repetir lo pagado, no obstante, fulminar una condena en ese sentido en este ordinario laboral, sería bajo las facultades extra y ultra petita, mismas que como bien es sabido, le están prohibidas al juzgador de segunda instancia.

Ahora, no sucede lo mismo con la indemnización prevista en el numeral 3º del artículo 1º de la Ley 52 de 1975, pues no se trata de una sanción de tipo moratorio en los mismos términos de los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990, ya que no se genera un importe diario por el no pago de la prestación, sino que se castiga la ausencia de pago por una sola vez, en la forma allí establecida.

No obstante, en este caso no hubo falta de pago de los intereses a las cesantías, es decir, el empleador no se sustrajo de su obligación de cancelarlas, sino que por petición del actor, se las pagaba cada que cumplía un año más de servicios en el mes de junio, lo que permite concluir que el demandado no incurrió en la omisión prevista en el numeral 3º del artículo 1º de la Ley 52 de 1975, por lo que tampoco hay lugar a imponerle la indemnización allí establecida.

Por los motivos expuestos se confirmará la sentencia recurrida. 

Costas en esta sede a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 14 de septiembre de 2016.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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